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			“El cumplimiento de las obligaciones morales
y de las obligaciones jurídicas no es considerado digno de encomio,
sino una contribución mínima a la vida social,
que ha de tomarse como cosa corriente”
Herbert Hart 


			“Sentir mucho por los otros y poco por sí mismo, 
restringir los impulsos egoístas y dejarse dominar
por los afectos benevolentes constituye la perfección
de la naturaleza humana”
Adam Smith 


			“Todo el mundo le grita e insulta a los demás,
ya nadie es civilizado; ya nadie se pone en los zapatos
de la otra persona”
El Joker
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			Presentación


			Esta obra del joven y destacado investigador, Diego Alonso Pomareda Muñoz, constituye un importante aporte al tema de los deberes fundamentales en el derecho constitucional peruano. Se trata de una contribución sobre una cuestión capital no solo para la dogmática constitucional, sino también para la “política constitucional” (Rechtspolitik). En tiempos en los que la ciudadanía exige más derechos fundamentales, pero no necesariamente pugnan por mayores deberes fundamentales, la visión republicana que el autor nos ofrece sobre estos últimos debería motivar un debate abierto e investigaciones futuras que exploren, desde otras perspectivas, nuevas líneas de investigación sobre ellos. Ya con esto el libro se justifica por sí mismo, más aún si se puede apreciar, desde un inicio, un tratamiento original y provocador de los deberes fundamentales en el Perú.


			En la persona de Diego Pomareda confluyen, por un lado, el investigador serio y riguroso, y, por otro lado, el político joven que intenta optimistamente amalgamar el Derecho y la Política en su quehacer científico teórico-práctico. Las referencias en la obra a Ernst Bloch y su “principio de esperanza”, y a Hans Jonas y su principio de responsabilidad confirman, además, esta afirmación. Esto es algo inusual en nuestro medio, donde casi siempre la Política y el Derecho se perciben como polos opuestos. En ese sentido, el libro no se agota únicamente en el desarrollo dogmático de los deberes fundamentales, sino que también se trata de una obra de política constitucional. Mientras que la política de los derechos fundamentales (que es una parte importante de aquella) se orienta específicamente a la adecuada formulación de los derechos y a indagar sobre qué condiciones deben darse para su materialización, la política constitucional contribuye a trazar con claridad no solo lo que como sociedad queremos ser o hacia dónde queremos ir, sino también ayuda a determinar a través de qué medios o instrumentos podemos acercarnos a la realización de esos objetivos comunes. 


			Frente a la ineficacia de las responsabilidades públicas que, según el autor, es el resultado de la ausencia del desarrollo dogmático de la naturaleza de los deberes fundamentales en el marco de la Constitución, de la inexistencia de un diseño institucional que logre materializar las políticas públicas y las leyes, y de la ausencia de incentivos ciudadanos para la percepción de los deberes fundamentales como acciones cotidianas y no como actos heroicos u obligaciones en sentido estricto, Diego Pomareda nos plantea una perspicaz y original propuesta de solución a partir de su denominado sistema de puntajes de vinculación republicana, el mismo que procura concretizar los deberes fundamentales en el ámbito público y, de este manera, se puedan entender sistémicamente, con mecanismos específicos para su realización y con una asignación de puntajes, de tal manera que se pueda conseguir un control y registro del cumplimiento de los deberes fundamentales por medio de exigencias mínimas e incentivos.


			El lector podrá corroborar la originalidad y profundidad de las propuestas del autor en este libro. Del mismo modo, estoy seguro de que podemos esperar en el futuro otras contribuciones del autor con el mismo rigor académico-científico hasta ahora mostrado. Para el derecho constitucional peruano debe ser un motivo de satisfacción que aparezcan obras que claramente escapan a los lugares comunes que, lamentablemente, todavía predominan en gran parte de la doctrina nacional.


			Düsseldorf, octubre de 2021
Jorge León V., Prof. Dr. iur


		


	

		

		


		

			Prólogo crítico:
los deberes constitucionales en tiempos de Covid-19


			Los derechos y deberes fundamentales tienen que ver con el recurrente dilema humano entre la libertad y la seguridad. A su vez, son principios esenciales, ambos, de la calidad de vida cotidiana. Emergen de la realidad y se ha teorizado mucho sobre ellos. En nuestro criterio, hay que evaluarlos siempre en función de las ideas y las realidades y, en ese sentido, mirarlos en la actual situación planetaria de pandemia, nos facilita un microscopio de laboratorio interesante.


			El día en que se escribe este prólogo, Worldmeters1 nos dice algunas cosas significativas sobre la pandemia:
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			Se puede ver que Estados Unidos tiene cuatro veces y media más porcentaje de contagiados y tres y media más porcentaje de fallecidos que su respectivo porcentaje en el total de población. El Perú, en cambio, tiene el doble de porcentaje en contagiados, pero ocho veces más en porcentaje de fallecidos, siempre en relación a su porcentaje en el total de población.


			Estos datos indican que, en materia de cuidado de las personas por sí mismas, el Perú lo hace mejor que los Estados Unidos y, en materia de atención médica de urgencia, son los Estados Unidos los que lo hacen inmensamente mejor que el Perú.


			El Reino Unido, Francia y Alemania, tres potencias europeas, hacen una escalera descendente, tanto en porcentaje de contagiados como de fallecidos, en relación a los respectivos totales mundiales. Siempre relativamente a su participación en el total de población mundial, el Perú es el último peldaño del cuadro en materia de contagios, pero tiene el primer número en fallecimientos relativos.


			Estados Unidos y el Reino Unido, tienen un porcentaje sumado del 5.08% de la población mundial, 23.16% del total de contagiados y 18.17% de los fallecidos.


			Desde luego, habrá diferente calidad de estadísticas sociales entre el Perú y los otros cuatro países, pero es probable que las estadísticas de los Estados Unidos de Norteamérica y de los tres países europeos sean de calidad equiparable.


			Este somero análisis de información, datos duros en términos estadísticos, hace notar que los países que aportaron la libertad al mundo con mayor protagonismo en los siglos pasados, tienen poblaciones que no responden adecuadamente al control de la pandemia, a pesar de su riqueza y calidad de vida. Sin embargo, la respuesta de sus sistemas de salud entendidos como servicios públicos a la población, es bastante mejor que la de sus poblaciones frente al contagio.


			Las noticias suelen poner énfasis en que, en los Estados Unidos y el Reino Unido, el uso de los mecanismos de protección personal no es libre y uniformemente asumido por las personas.


			En este prólogo no se puede elaborar teóricamente, pero la realidad de la pandemia muestra algunas cosas interesantes con respecto a los deberes, los derechos y la libertad. 


			Las personas se sienten con el derecho de protegerse o no, libremente, sin tomar en cuenta siquiera las advertencias de los especialistas. La gente asumió que el COVID-19 sería pasajero y no lo es, ni parece que lo vaya a ser rápidamente. Y, particularmente en los países que alumbraron la libertad al mundo en los siglos pasados, este problema es más dramático.


			Al mismo tiempo, cuando se trata de que los ciudadanos que están en el servicio público cumplan su deber de atender a sus conciudadanos, todo parece funcionar bastante mejor, siempre dentro de la pandemia. Desde luego, los fallecidos suben exponencialmente en el Perú, con relación a los demás países revisados lo que se explica, probablemente, por las complejas variable sociales y económicas que tienen que ver con los servicios esenciales, como el de salud, en los países del Sur.


			En el mundo contemporáneo de pandemia, sin embargo, se puede ver que los deberes funcionan de manera más razonable que los derechos para el conjunto social y que la calidad de vida de una sociedad, no tiene mucho que ver con su capacidad madura de respuesta frente a los retos de la naturaleza, especialmente cuando afectan su libertad.


			Es como si la libertad, se hubiera convertido en una idea santa contemporáneamente, desde luego no religiosa, pero intocable2. Las consecuencias están a la vista: sociedades afluentes, con recursos, con vacunas, incapacitadas conceptualmente de enfrentar una pandemia. El mundo, a partir de la segunda mitad del siglo XX ingresó en una etapa inédita en la vida de la raza humana: pensó que, con sus capacidades intelectuales y la tecnología acumulada, podía eliminar y, si no, controlar los fenómenos naturales. El COVID-19 es la primera amenaza universal que se parece a las plagas de Egipto, según la Biblia, por su indomabilidad y su extensión, y los actuales jefes de gobierno se hallan tan poco avituallados de soluciones como el Faraón en aquel entonces.


			Las personas que nos dedicamos al Derecho, debemos revisar la teoría que sostiene nuestros quehaceres, en base a lo que dictan los conceptos y la realidad. En el ejemplo cotidiano del COVID-19, estamos ante el deber de proteger la salud personal, familiar y de la comunidad, mandato inequívoco del artículo 7 de la Constitución. Es un deber: ¿queda a elección de cada uno como enfrentarlo? Hay países desarrollados que hasta ahora dijeron que sí. Las consecuencias están en el cuadro del inicio de este texto.


			Nada debe ser santificado en el Derecho. En cada caso debemos hacer una ponderación de los derechos y principios en juego, y adoptar las consecuencias que los conceptos y la realidad señalen como más adecuadas.


			En este sentido, el trabajo de Diego Pomareda que prologamos, presenta una conceptualización interesante a discusión, así como medidas aventuradas que deben ser evaluadas y, eventualmente, adoptadas. Eso corresponde al diálogo que es propio de la democracia.


			Desde sus orígenes, la teoría política moderna consideró al ciudadano como sujeto de deberes y derechos. De todos los textos que lo muestran, hemos elegido el siguiente: “El principio de una igualdad de derechos es claro y simple. Todos los seres humanos pueden entenderlo y, entendiendo sus derechos, es que ellos aprenden sus deberes; porque donde los derechos de los seres humanos son iguales, cada uno debe finalmente ver la necesidad de proteger los de los otros, porque es el medio más eficaz de asegurar los suyos mismos”3.


			América Latina lanzó tempranamente, en 1948 la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre porque, más allá del lenguaje hoy discriminador por sexo, consideraba que el ser humano tenía, consustancialmente, deberes y derechos. Esta Declaración está ratificada por el Perú y, por tanto, pertenece a nuestro derecho interno según la Constitución.


			A su vez, tres miembros del Tribunal Constitucional hicieron la siguiente relación de deberes constitucionales en una sentencia que no tuvo quórum de aprobación suficiente para convertirse en la sentencia de mayoría:


			“25.- En el caso de la Constitución vigente de 1993, si bien no se advierte un apartado que reconozca el servicio militar obligatorio como deber, sí se prevén diversos deberes: 


			–	Algunos deberes específicos con la finalidad de hacer explícita la necesidad de su cumplimiento a la luz de los objetivos generales del ordenamiento constitucional. Entre ellos:


			–	El deber de los padres de educar, alimentar y dar seguridad a sus hijos (artículos 6 y 13, citado en fundamento 7 de la STC 6572-2006-PA/TC).


			–	El deber de los hijos de respetar y asistir a sus padres (artículo 6).


			–	El deber de contribuir a la promoción y defensa de la salud, el medio familiar y la comunidad (artículo 7, referido en fundamento 45 de la STC 2016-2004-AA/TC).


			–	El deber de promover el desarrollo científico y tecnológico, de coordinar la política educativa del país y promover la creación de centros de educación donde la población lo requiera (artículos 14 y 17, desarrollados en fundamento 7 de la STC 0019-2009-PI/TC). 


			–	El deber de trabajar (artículo 22) y deber estatal de brindar atención prioritaria al trabajo en sus diversas modalidades (artículo 23, desarrollado en fundamento 54 de la STC 0026-2008-PI/TC y otro, reiterando lo expresado en STC 00008-2005-PI/TC). 


			–	El deber de votar y de participar en el gobierno municipal de su jurisdicción respectiva (artículo 31, relacionándolo con el voto obligatorio en fundamento 64.c de la STC 0030-2005-PI/TC).


			–	El deber de honrar al Perú y de defender los intereses nacionales (artículo 38).


			–	El deber estatal de promover el bienestar general que se fundamenta en la justicia y en el desarrollo integral y equilibrado de la nación (artículo 44, ligado a la democracia representativa en fundamento 9 de la STC 0030-2005-PI/TC).


			–	El deber de comparecer por requerimiento de autoridad judicial o de comisión investigadora parlamentaria (artículo 97).


			–	El deber de participar en la defensa nacional (artículo 163). Disposición en la que se fundamentaría el servicio militar obligatorio, y que debe ser concordada con lo dispuesto en el artículo 173 in fine de la Constitución: «Quienes infringen las normas del Servicio Militar Obligatorio están asimismo sometidos al Código de Justicia Militar».


			–	Conjuntamente con los mencionados deberes constitucionales, también se ha reconocido un deber general de «respetar, cumplir y defender la Constitución y el ordenamiento jurídico de la nación» (artículo 38), el mismo que puede considerar el reconocimiento de deberes catalogados como fundamentales, implícitos en la Constitución, que constituyen su núcleo ético. En ese sentido resulta evidente que éste no solamente reafirma el principio de supremacía constitucional en su vertiente subjetiva (fundamento 9 de la STC 3741-2004-AA/TC), legitimando la exigibilidad de todos los deberes específicos previstos en la Constitución, sino que también reitera la necesidad de que todo ciudadano respete los derechos fundamentales de los demás y acate lo dispuesto en las demás normas jurídicas de naturaleza imperativa. Por consiguiente, queda claro que el artículo 38 desempeña, frente a los deberes fundamentales, un papel análogo al de su artículo 3 frente a los derechos fundamentales precisando que las obligaciones del ciudadano para con el Estado constitucional no se agotan con el mero cumplimiento de sus deberes específicos”4.


			El Tribunal Constitucional ha señalado que existen varias instituciones jurídicas que cumplen la tarea de garantizar derechos y cumplimiento de deberes en el Estado Social y Democrático de Derecho. Entre las más importantes se encuentran:


			•	El aparato del Estado que media entre los prestadores de un servicio público, de un lado, y los consumidores y usuarios del otro. Es un “deber especial de protección” que también alude a los deberes ciudadanos de quienes ejercen funciones públicas5.


			•	El pago de tributos es una garantía del cumplimiento de los derechos sociales, consustanciales a cada persona y el Estado debe exigir el cumplimiento de dicho deber6.


			•	El Estado es responsable del cumplimiento del principio de solidaridad, según el cual, es deber de todos los integrantes de una colectividad aportar a la consecución del fin común. Por su parte, el núcleo dirigencial de la colectividad política debe redistribuir adecuadamente los beneficios aportados por sus integrantes7.


			•	La acción de cumplimiento, incorporada en la Constitución, permite que el Tribunal Constitucional fuerce a las autoridades o funcionarios a acatar las normas y cumplir con su ejecución, logrando su eficacia8. 


			•	El Estado y sus funcionarios tienen deberes frente a los migrantes, de “(…) efectuar un análisis específico de la situación personal y familiar que atraviesa cada migrante al momento de definir su condición migratoria (edad, tiempo de permanencia, antecedentes penales, situación laboral, vínculos familiares, etc.). La indiferencia o falta de valoración de tales circunstancias podría conllevar, como se alega en este caso, a una indebida aplicación de las sanciones migratorias al margen de las circunstancias particulares del migrante (…)” 9.


			Los deberes constitucionales, tanto los que atañen a las y los ciudadanos en su calidad de personas de Derecho privado, como en la de funcionarios con deberes frente a las personas, son muy importantes para la vida social y deben ser constantemente analizados en función de los conceptos y de la realidad. Las circunstancias relativas a la pandemia del COVID-19 así lo muestran fehacientemente. La tensión entre libertades y deberes ha sido constante en la vida social y, también, dentro del Derecho. Nuestra tarea es esclarecer tal situación permanentemente, encontrar los mecanismos para hacerlos cumplir y, si es necesario, contribuir a su perfeccionamiento. Este libro contribuye significativamente a ello.


			Lima, 24 de diciembre de 2021.
Marcial Antonio Rubio C.
Doctor en Derecho


			


			

				

					1	Al respecto, consultar en: https://www.worlsommeters.info/coronavirus/


				


				

					2	La diferencia entre sagrado y santo está muy clara ya en el Derecho Romano, del cuál viene nuestro sistema. Lo sagrado eran, por ejemplo, los templos religiosos. Lo santo era, por ejemplo, la muralla respetable e intocable que protegía a la ciudad.


				


				

					3	PAINE, Thomas. Dissertation on first principles of government. - En: The writings of Thomas Paine.- New York, The Modern Library Publishers, s/f.- pp. 176-177. Hemos traducido el texto del inglés.


						Lo esencial de esta elaboración de Paine puede encontrarse en la siguiente sentencia: “16. La conservación del orden interno es imprescindible para el sostenimiento de los regímenes democráticos, precisamente porque esta situación genera condiciones para que los individuos puedan desarrollar plenamente sus fines, pero cumpliendo con sus deberes y respetando los derechos de las demás personas y el marco constitucional” (Sentencia 953-2020 del Tribunal Constitucional emitida el 10 de noviembre de 2020 en el Exp. N° 0011-2019-PI/TC sobre proceso de inconstitucionalidad interpuesto por el Poder Ejecutivo contra el Congreso de la República a propósito de la Ley 30796 que autoriza la intervención de las fuerzas armadas en la interdicción del narcotráfico en zonas de estado de emergencia, publicada en la web el 31 de diciembre de 2020.).


				


				

					4	Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 23 de mayo de 2014 en el Exp. N° 0015-2013-PI/TC sobre proceso de inconstitucionalidad interpuesto por congresistas de la República contra la Ley 29248.


				


				

					5	Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 24 de marzo del 2004 en el Exp. N° 0858-2003-AA/TC sobre acción de amparo interpuesta por doña Leyler Torres del Águila contra el Organismo Supervisor de Inversiones Privadas en Telecomunicaciones (OSIPTEL) y contra Telefónica Móviles S.A.C.; fundamento 15.


				


				

					6	Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 20 de abril del 2004 en el Exp. N° 2945-2003-AA/TC sobre acción de amparo interpuesta por doña Azanca Alhelí Meza García contra el Estado peruano, representado en este caso por el Ministerio de Salud, fundamento 16.


				


				

					7	Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 20 de abril del 2004 en el Exp. N° 2945-2003-AA/TC sobre acción de amparo interpuesta por doña Azanca Alhelí Meza García contra el Estado peruano, representado en este caso por el Ministerio de Salud.


				


				

					8	Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 29 de setiembre de 2005 en el Exp. N° 0168-2005-PC/TC sobre proceso de cumplimiento interpuesto por don Maximiliano Villanueva Valverde contra la Oficina de Normalización Provisional (ONP); fundamento 11.


				


				

					9	Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 08 de noviembre de 2016 en el Exp. N° 2744-2015-PA/TC sobre proceso de amparo interpuesto por don Jesús de Mesquita Oliviera y otros contra la Superintendencia Nacional de Migraciones, publicada en la Web el 14-12-2016; fundamento 28.


				


			


		


	

		

		


		

			Prólogo crítico: perspectiva de los deberes constitucionales desde el liberalismo igualitario


			La experiencia de la pandemia del COVID-19 es una prueba de fuego para varios de los presupuestos liberales, tanto económicos como filosófico-políticos, sobre los que se asienta el modelo de Estado constitucional de Derecho. Nuestras sociedades han debido afrontar las consecuencias de esta pandemia, en términos de salud, economía, educación y demás, poniendo en entredicho las bases de su concepción de la justicia distributiva, de los derechos y deberes del individuo, de la capacidad de acción del Estado (principalmente problemática a partir de las concepciones minimalista del Estado que ofrecen las versiones libertarias), entre otros1. 


			Desde el inicio de la crisis fue claro que la superación de esta suponía un esfuerzo conjunto, que requería una acción mucho más activa por parte del Estado, pero también de sus ciudadanos. 


			En relación con el Estado, la postergación de los derechos sociales más elementales, como la salud y la educación, se evidenció en nuestro país de un modo particularmente trágico: con cientos de personas haciendo filas para comprar oxígeno, muchas veces a precios exorbitantes; un sistema de salud incapaz de cubrir las necesidades de los enfermos; una educación virtual inaccesible para la gran mayoría de peruanos; colas de personas en los lugares más deprimidos de la capital buscando acceder a un plato de comida en improvisados comedores populares, en medio de una oleada de desempleo y de crisis económica. 


			En ese tipo de contexto en el que suele ser más patente la miseria humana (representada por el desfile de especuladores, estafadores, corruptos o simples egoístas, que veíamos a través de los medios de comunicación), la acción de ciertos individuos (médicos, enfermeras, personal de salud, bomberos, policías, militares, o incluso individuos comunes y corrientes, como los denominados ángeles del oxígeno), mostraban el rostro de lo que significa el sentido de responsabilidad, la solidaridad y otro tipo de virtudes que muchas veces van más allá de lo que jurídicamente podía exigírseles como una obligación. La reflexión para el resto de nosotros era y sigue siendo: ¿qué nivel de responsabilidad tenemos en este tipo de contextos?; ¿es suficiente y moralmente adecuado partir del estándar liberal que supone que nuestra libertad solo está limitada por el daño a terceros?; ¿puede exigirse jurídicamente a los individuos el tipo de acciones cuyos objetivos se dirigen al llamado bien común o eso puede arrastrarnos por corrientes peligrosas de tipo perfeccionistas2 que socavan la libertad de los individuos?


			La idea que los individuos que forman parte de una comunidad política no solo tienen derechos, sino deberes frente a los demás ciudadanos y a su comunidad en general, proviene de la llamada tradición republicanista. En este breve espacio no es posible, ni pertinente, establecer un resumen de la complejidad de propuestas y variantes del republicanismo. En términos generales, podemos entenderla como una invocación a la acción de los sujetos que forman parte de una comunidad política, vistos como ciudadanos: “sujetos políticamente responsables de una comunidad de personas libres e iguales”3. Se trata de un llamado a comprometerse con los temas que tienen que ver con la vida en común, no solo con sus vidas; con la deliberación pública de asuntos de interés general y con la realización de ciertas acciones, más o menos exigentes, como, por ejemplo, la obligación de votar, la obligación de hacer el servicio militar u otras formas de servicio civil voluntario, entre otros. 


			Como explican Ovejero, Martí y Gargarella hay muchas versiones del republicanismo, pero en ellas destaca sin duda la idea de ciudadanía:


			El estatuto republicano de ciudadanía no sólo proporciona al individuo determinados derechos vinculados a la libertad, sino que además le exige asumir determinados deberes que van más allá del mero respeto por los derechos de los demás. Implica asumir un compromiso en relación con los intereses fundamentales de la sociedad en su conjunto, lo cual a su vez supone la existencia de ciertas cualidades de carácter propias de cada uno de los miembros de la comunidad4. 


			Sin lugar a duda, el concepto de ciudadanía que defiende el republicanismo difiere de la visión tradicional del liberalismo5. Se trata, esta última, de una tradición que va de Hobbes a Locke, pasando por Nozick y otros autores más contemporáneos y que parte de lo que Macpherson ha denominado una forma de individualismo posesivo: la visión de la sociedad como un gran mercado en el que los individuos (propietarios de sus capacidades y de lo que han adquirido gracias a éstas) establecen relaciones de intercambio, sin sentir que le deben nada a la sociedad6.  


			En cambio, la idea central del republicanismo es que no es posible hablar de libertad individual sin pensar en el bien común. La garantía y efectividad de dichos derechos individuales depende en gran medida del compromiso de los ciudadanos con el sistema democrático (deliberativo y participativo) y con la idea de bien común. 


			Una de las críticas que, desde el liberalismo, suele hacerse al republicanismo es la referida a la exigente concepción que tiene del ciudadano7. Frente a la tesis de que es necesario contar con sujetos activamente comprometidos con el bien común, se ha enfatizado los problemas vinculados a la falta de tiempo, de conocimiento de ciertos temas o incluso de apatía de los individuos. Además, el peligro de incurrir en exigencias de tipo perfeccionistas aparece recurrentemente como una advertencia liberal. Así:


			Los liberales pueden mantener posiciones disímiles entre sí en los principios de justicia que defienden pero se encuentran fundamentalmente de acuerdo en la necesidad de evitar o proscribir todo énfasis en el lenguaje y la práctica de las virtudes cívicas, porque entienden que éstas están vinculadas necesariamente a concepciones concretas del bien y, por lo tanto, deben mantenerse alejadas del ámbito de actuación del Estado. Para los republicanos, en cambio, dicha tarea es esencial para el mantenimiento de la estructura que hace posible tanto la libertad individual como, fundamentalmente, la libertad colectiva8. 


			En el republicanismo, puede encontrarse versiones más o menos exigentes en este sentido, pero, sin duda, una dosis de compromiso cívico, que traduce una exigencia de cierto modelo de virtud por parte de los ciudadanos, es consustancial a su propuesta.


			En Los deberes fundamentales en el Perú: hacia un sistema republicano de puntajes, Diego Pomareda busca justificar la existencia de deberes constitucionales, en la línea de una lectura claramente republicanista. A través de los tres capítulos que componen el libro, y con un desarrollo que va de la teoría constitucional a la filosofía política, el autor intenta persuadirnos de que la idea de deberes constitucionales, identificados con exigencias como las de votar, realizar el servicio militar o civil , defender la soberanía nacional y los recursos naturales, actuar en caso de situaciones que pongan en peligro la salud de las personas, realizar servicios en el marco de emergencias sanitarias, entre otras, no son solo demandas morales de los individuos o de la comunidad, sino obligaciones jurídicas9. 


			En un primer momento (a lo largo del primer y segundo capítulo), el autor sostiene que estas situaciones, que se reconocen en los textos jurídicos, deben ser consideradas como jurídicamente exigible. Podemos llamar a ésta su tesis descriptiva. En un segundo momento (ya en el último capítulo), nos ofrece una arriesgada propuesta personal, a través de un sistema de puntajes de vinculación republicana, que, en su opinión, debería implementarse jurídicamente. Llamaremos a esa su tesis normativa. Tengo mis reservas con ambas propuestas y ahora pasaré a explicar por qué.


			Provisto de muy buenas fuentes de la dogmática constitucional, el autor defiende la idea de obligatoriedad jurídica de los deberes cívicos a los que alude. Por ejemplo, cuando dice:


			La Constitución, como norma jurídica, en el caso de los deberes fundamentales, requiere ser concretizada por el legislador sobre todo en aquello vinculado a los mecanismos de exigibilidad, sin que ello suponga la negación absoluta de que judicialmente se pueda determinar una exigibilidad directa a partir del solo texto constitucional. 


			Siguiendo a Rubio Llorente, me pregunto si es posible hablar de verdaderos deberes jurídicos cuando se carece de fuerza coercitiva ¿Se puede tener un deber jurídico sin coerción? ¿Qué lo diferenciaría entonces de un deber moral? ¿Le daría su calidad de exigencia jurídica el mero hecho de aparecer en una norma? ¿Podría haber entonces deberes jurídicos implícitos? ¿de qué dependería?


			Según Rubio Llorente:


			(…) la categoría de los «deberes constitucionales», integrada por elementos estructuralmente muy heterogéneos […] parece privada de toda utilidad para el estudio del Derecho. Como además de ello, las normas que los enuncian, ni determinan el contenido de los deberes, ni prevén sanción alguna para su incumplimiento y, de otro lado, la sujeción de todos a la Constitución y al resto del ordenamiento ya está impuesta, con carácter general, por su artículo 9.1, se concluye con toda lógica que las normas que enuncian deberes, además de redundantes son «elementos jurídicamente irrelevantes»10 .


			Y, más categóricamente, dice: 


			Los enunciados de deberes no tienen efectos jurídico alguno, sino sólo, si acaso, una función política, aunque tampoco hay unanimidad a la hora de discernir cual sea (si alguna), la que estas normas desempeñan: para unos, simplemente la de servir de sustento ideológico al poder, la de intentar dotarlo de una fundamentación ética; para otros, más bien al contrario, la función de los deberes, como la de los derechos, es la de imponer límites materiales a la potestad normativa del poder público11. 


			Esa crítica de Rubio Llorente se puede aplicar a varios deberes jurídicos a los que hace alusión el autor, como el de honrar al Perú y el de proteger los intereses nacionales (artículo 38 de la Constitución)12. En mi opinión constituyen declaraciones de contenido moral, que solo son exigibles en la medida que se traduzcan en reglas más concretas —previamente conocidas— o en la justificación de un claro daño a terceros; lo que ciertamente supone defender una concepción liberal (la que sostengo, con base en un liberalismo igualitario), y que justifica la idea de contención del poder del Estado, que es lo que dio origen al Estado de Derecho. 


			Lo contrario es equiparar los derechos con los deberes. Los derechos se interpretan extensivamente. Los derechos no presuponen un deber del otro lado. Por eso, en mi opinión, no siguen la tesis de la correlatividad, porque son exigencias que valen por su justificación moral y que en el Estado constitucional se han juridificado. Eso no pasa con los deberes; o no, por lo menos, en un Estado que sea coherente con sus presupuestos liberales. Pero esa es precisamente la discrepancia que está en el fondo de las objeciones que tengo con las propuestas de Pomareda. La discrepancia de fondo es filosófica. 


			Como bien dice Dworkin, dada la existencia de principios abstractos en la Constitución, es inevitable una lectura moral de ciertas normas constitucionales, y ello acerca el derecho constitucional a la filosofía moral y política13. La primera tesis de Pomareda es supuestamente descriptiva, pero parte de una concepción republicanista14 que, me parece, no es fiel a las bases del Estado constitucional de Derecho. 


			Ello nos lleva a su segunda propuesta, esta vez normativa: su sistema de puntajes de vinculación republicana.


			Si bien nuestro autor buscar presentar los deberes fundamentales de modo armónico y complementario, y no de manera aislada, de forma que “el debate sobre los mismos no permanezca en interrogantes tales como si el voto debe ser obligatorio o no”, la justificación moral de los llamados deberes constitucionales, de los que él habla, se sustentan en una visión republicanista —fuerte, en mi opinión— que conduce a una pendiente perfeccionista que puede terminar asfixiando la libertad individual, en aras del supuesto bien común.


			Es verdad que el autor se cuida de señalar que es posible elegir entre deberes que, en ese sentido serían alternativos. En sus términos: 


			(…) el cumplimiento de los deberes positivos, entendidos como acciones concretas en beneficio de la comunidad política, está diseñado en un sentido minimalista en atención al puntaje exigible y de tal forma que la ciudadanía pueda elegir la mejor alternativa que crea conveniente en el marco de las opciones presentadas para cada rubro o agrupación de deberes.


			En mi opinión, la lista sigue reflejando una visión perfeccionista del individuo, que se agrava al proponer sistemas de monitoreo que se dejan en mano de la autoridad pública (como el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos)15. 


			Por ejemplo, pensemos en el caso de los deberes que forman parte del apartado denominado deberes de defensa nacional (civismo patriótico) —que aparecen en el cuadro de puntajes del tercer capítulo— cumplir con el servicio militar o, alternativamente, desempeñar el servicio civil voluntario (ser bombero, defensor civil, censista, ofrecer capacidades físicas, técnicas, profesionales, entre otras), o dejar en alto el nombre del Perú a nivel internacional. ¿Acaso no pueden terminar vulnerando el plan de vida que podemos elegir libremente —siempre que no dañe a terceros—, y que es uno de los grandes triunfos de la autonomía del individuo, tras siglos de ser conducidos, por la religión oficial o por el rey de turno, por el camino de la virtud que establecía la autoridad? 


			Moralmente, es muy probable que sea mejor, o más valioso, ser una persona comprometidas con el resto. La pandemia del COVID-19 nos ha demostrado que la solidaridad, la responsabilidad y otras virtudes, que promueve el republicanismo, son centrales para vivir en comunidad. La pregunta es si puede exigirse eso jurídicamente. ¿Le toca al Derecho lograr ese objetivo?


			La democracia deliberativa es una de las propuestas más valiosas de las concepciones republicanistas. La democracia deliberativa supone la discusión racional de actores libres e iguales que buscan el entendimiento, que a la larga conduce al bien común. 


			Diego, a quien tuve la fortuna de conocer como alumno —siempre crítico y destacado— tanto en los cursos de la Facultad, como en la Maestría en Derecho Constitucional de la PUCP, conocía bien mis críticas a su propuesta; pero sabía, también, que las discrepancias ideológicas o filosóficas no afectan en nada el valor de un trabajo académico que tiene las virtudes de la claridad, la rigurosidad y el compromiso (que significa asumir el riesgo de defender aquello en lo que uno cree). Por esa razón, Diego me invitó a hacer esta breve presentación y, como al resto de sus lectores, me invitó también a manifestarme sobre algunas de las cosas en las que creo, a reevaluar otras y a discutir democráticamente. 


			En tiempos como estos en los que la política se ha convertido en un juego de ganar o perder y los ciudadanos nos atrincheramos en la validez irrefutable de nuestras opiniones y emociones (lo que se advierte claramente en la temperatura de las redes sociales), este libro es una invitación al dialogo racional que no deberíamos dejar pasar. 


			Lima, setiembre de 2021
Betzabé Marciani B.
Doctora en Derecho


			


			

				

					1	La pandemia, no es, sin embargo, un fenómeno aislado en medio de lo que se considera ya una crisis política mundial que, por ejemplo, se manifiesta en la aparición de nuevas formas de populismo, nuevos retos para la libertad de expresión, desigualdades económicas no vistas antes en nuestra historia, y que ponen en entredicho las bases mismas del sistema democrático y del Estado constitucional. 


				


				

					2	El perfeccionismo ético supone la implantación, por parte del Estado, de una serie de normas, políticas o medidas que, en desmedro de la autonomía de los individuos, buscan orientarlos a un comportamiento virtuoso, imponiéndoles una idea de lo bueno o de una vida valiosa, de forma que “los individuos ajusten su vida a los verdaderos ideales de virtud y del bien” (Nino, Carlos Santiago. Ética y derechos humanos. Un ensayo de fundamentación. Buenos Aires: Astrea, 2ª ed., 1989, p. 413).
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					5	No obstante, el liberalismo igualitario —corriente filosófico-política que comparto— puede ser compatible con varias de las tesis republicanistas (Cfr. Ovejero, Martí y Gargarella, op. cit., p. 21, nota 23). Su apuesta por el individualismo ético no tendría porque suponer un egoísmo incompatible con la idea de solidaridad (cfr. Swift, Adam. ¿Qué es y para qué sirve la filosofía política? México D. F.: Siglo Veintiuno, 2016, pp. 189-190).


				


				

					6	Macpherson, C. La teoría política del individualismo posesivo. De Hobbes a Locke. Madrid: Trotta, 2005, pp. 13-16.


				


				

					7	Según Ovejero, Martí y Gargarella, ese sería el caso de Sandel: “El logro del autogobierno —asume Sandel— requiere la presencia de ciudadanos dotados de ciertas cualidades de carácter, de ciertas disposiciones morales que los lleven a identificarse con la suerte de los demás y, en definitiva, con los destinos de su comunidad. Y esto, a su vez, requiere dejar de lado la idea liberal del Estado neutral, para reemplazarla por un Estado activo en materia moral, y decidido a «cultivar la virtud» entre sus ciudadanos” (Ovejero, Martí y Gargarella, op. cit., p. 23).
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					9	Es posible abrir una discusión analítica en torno a la diferencia que puede haber entre una obligación y un deber jurídico; pero no es esa la intención del texto que presentamos y, por tanto, tampoco lo será de este prólogo.


				


				

					10	Rubio Llorente, Francisco. “Los deberes constitucionales”, Revista española de derecho constitucional, año 21, N° 62, mayo-agosto, 2001, p. 15.
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					12	El problema de la falta de eficacia de algunos de estos deberes es algo que reconoce el propio autor de este libro. Por ejemplo, cuando dice: “En el caso del Perú, podemos detectar que gran parte de los deberes fundamentales de las personas en el ámbito público se encuentran en este escenario; es decir, que son válidamente reconocidos en la Constitución pero materialmente ineficaces. Esto ocurre con aquellos deberes fundamentales de las personas sobre los cuales el legislador no se ha involucrado directamente”.


				


				

					13	Dworkin, Ronald. El derecho de las libertades. La lectura moral de la Constitución Norteamericana. Lima, Palestra, 2019, pp. 7-47.


				


				

					14	Así lo reconoce el autor: “Esta visión de exigibilidad de los deberes fundamentales se vincula directamente a la concepción republicana y social del Estado que he desarrollado y se aleja a una perspectiva estrictamente liberal en la cual los deberes representan meras directrices y normas morales en sentido amplio lo que implica que no sean obligaciones jurídicas públicas”. 


				


				

					15	Al contrario, sí me parece razonable la propuesta de incentivos que presenta el autor en el tercer capítulo.
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